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1. EDUCACIÓN.
1. 1. LEY ORGÁNICA 2/2006, DE 3 DE MAYO, DE 
EDUCACIÓN.1

En el Capítulo primero del Título Preliminar se establecen 
los principios y fines de la educación. Entre los principios1 2 
destacamos los siguientes: c ) La transmisión y puesta en práctica 
de valores que favorezcan la libertad personal, la responsabilidad, 
la ciudadanía democrática, la solidaridad, la tolerancia, la 
igualdad, el respeto y la justicia, así como que ayuden a superar 
cualquier tipo de discriminación, j) ) La participación de la 
comunidad educativa en la organización, gobierno y 
funcionamiento de los centros docentes, k) La educación para la 
prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los 
mismos, así como la no violencia en todos los ámbitos de la vida 
personal, familiar y social. 1) El desarrollo de la igualdad de 
derechos y oportunidades y el fomento de la igualdad efectiva 
entre hombres y mujeres.

Por lo que se refiere a los fines3, señalamos: a) El pleno 
desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos, 
b) La educación en el respeto de los derechos y libertades

1 BOE de 4 de mayo de 2006.
2 Artículo 1 de la LOE.
3 Artículo 2 de la LOE.
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fundamentales, en la igualdad de derechos y oportunidades entre 
hombres y mujeres y en la igualdad de trato y no discriminación 
de las personas con discapacidad, c) La educación en el ejercicio 
de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia, así como en la prevención de 
conflictos y la resolución pacífica de los mismos, d) La educación 
en la responsabilidad individual y en el mérito y esfuerzo 
personal, e) La formación para la paz, el respeto a los derechos 
humanos, la vida en común, la cohesión social, la cooperación y 
solidaridad entre los pueblos así como la adquisición de valores 
que propicien el respeto hacia los seres vivos y el medio 
ambiente, en particular al valor de los espacios forestales y el 
desarrollo sostenible. f) El desarrollo de la capacidad de los 
alumnos para regular su propio aprendizaje, confiar en sus 
aptitudes y conocimientos, así como para desarrollar la 
creatividad, la iniciativa personal y el espíritu emprendedor, g) La 
formación en el respeto y reconocimiento de la pluralidad 
lingüística y cultural de España y de la interculturalidad como un 
elemento enriquecedor de la sociedad.

El capítulo segundo se refiere a la “organización de las 
enseñazas y el aprendizaje a lo largo de toda la vida”. Las 
enseñanzas que oferta el sistema educativo español son las 
siguientes: Educación infantil. Educación primaria. Educación 
secundaria obligatoria. Bachillerato. Formación profesional. 
Educación de personas adultas y Enseñanza universitaria.4 La 
educación primaria y la educación secundaria obligatoria 
constituyen la educación básica5, que, además de obligatoria es 
gratuita.6

El Título primero de la Ley se refiere a “las enseñanzas y su 
ordenación”, de forma que el Capítulo I se dedica a la educación 
infantil, entre cuyos objetivos destacamos: Relacionarse con los

4 Artículo 3.2 de la LOE.
5 Artículo 3. 3 de la LOE.
6 Artículo 4.1 de la LOE.
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demás y adquirir progresivamente pautas elementales de 
convivencia y relación social, así como ejercitarse en la 
resolución pacífica de conflictos.7 El Capítulo II se centra en la 
educación primaria, pudiendo destacar entre sus objetivos: 
Conocer y apreciar los valores y las normas de convivencia,, 
aprender a obrar de acuerdo con ellas, prepararse para el ejercicio 
activo de la ciudadanía y respetar los derechos humanos, así 
como el pluralismo propio de una sociedad democrática. 
Conocer, comprender y respetar las diferentes culturas y las 
diferencias entre las personas, la igualdad de derechos y 
oportunidades de hombres y mujeres y la no discriminación de 
personas con discapacidad.8 El Capítulo III se concentra en la 
educación secundaria obligatoria, entre cuyos objetivos 
destacamos: Asumir responsablemente sus deberes, conocer y 
ejercer sus derechos en el respeto a los demás, practicar la 
tolerancia, la cooperación y la solidaridad entre las personas y 
grupos, ejercitarse en el diálogo afianzando los derechos 
humanos como valores comunes de una sociedad plural y 
prepararse para el ejercicio de la ciudadanía democrática. Valorar 
y respetar la diferencia de sexos y la igualdad de derechos y 
oportunidades entre ellos. Rechazar los estereotipos que 
supongan discriminación entre hombres y mujeres.9 Por último, el 
Capítulo IV del presente Titulo se refiere al bachillerato, entre 
cuyos objetivos reseñamos: Ejercer la ciudadanía democrática, 
desde una perspectiva global, y adquirir una conciencia cívica 
responsable, inspirada por los valores de la Constitución española 
así como por los derechos humanos, que fomente la 
corresponsabilidad en la construcción de una sociedad justa y 
equitativa. Consolidar una madurez personal y social que les 
permita actuar de forma responsable y autónoma y desarrollar su 
espíritu crítico. Prever y resolver pacíficamente los conflictos 
personales, familiares y sociales. Fomentar la igualdad efectiva 
de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, analizar y

7 Artículo 13. e) de la LOE.
8 Artículo 17. a) y d) de la LOE.
9 Artículo 23 a) y  c) de la LOE.
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valorar críticamente las desigualdades existentes e impulsar la 
igualdad real y la no discriminación de las personas con 
discapacidad.10 11

El Título segundo de la Ley se refiere a la “equidad en la 
educación”, dedicando el Capítulo I al “alumnado con necesidad 
específica de apoyo educativo”, el Capítulo II a la “compensación 
de las desigualdades en la educación” y el Capítulo III a la 
“escolarización en centros públicos y privados concertados”. 
Respecto de la admisión de alumnos se establece, entre otras 
cosas, que:11 1. Las Administraciones educativas regularán la 
admisión de alumnos en centros públicos y privados concertados 
de tal forma que garantice el derecho a la educación, el acceso en 
condiciones de igualdad y la libertad de elección de centro por 
padres o tutores. En todo caso, se atenderá a una adecuada y 
equilibrada distribución entre los centros escolares de los 
alumnos con necesidad específica de apoyo educativo. 2. Cuando 
no existan plazas suficientes, el proceso de admisión se regirá por 
los criterios prioritarios de existencia de hermanos matriculados 
en el centro o padres o tutores legales que trabajen en el mismo, 
proximidad del domicilio o del lugar de trabajo de alguno de sus 
padres o tutores legales, rentas anuales de la unidad familiar, 
atendiendo a las especificidades que para su cálculo se aplican a 
las familias numerosas, y concurrencia de discapacidad en el 
alumno o en alguno de sus padres o hermanos, sin que ninguno 
de ellos tenga carácter excluyente y sin perjuicio de lo establecido 
en el apartado 7 de este artículo. 31. En ningún caso habrá 
discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, 
opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social.

Se insiste, además, en la igualdad en la aplicación de las 
normas de admisión, de forma que: Las Administraciones 
educativas garantizarán la igualdad en la aplicación de las normas

10 Artículo 33 a), b) y  c) de la LOE.
11 Artículo 84 de la LOE.
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de admisión, lo que incluye el establecimiento de las mismas 
áreas de influencia para los centros públicos y privados 
concertados, de un mismo municipio o ámbito territorial.12 Por su 
parte los artículos 87 y 88 se refieren al equilibrio en la admisión 
de alumnos y a las garantías de gratuidad, respectivamente.

El Título cuarto de la Ley se refiere a los “centros 
docentes”. Su Capítulo I fija los principios generales de los 
mismos. Los centros docentes se clasifican en públicos y 
privados. Son centros públicos aquellos cuyo titular sea una 
administración pública. Son centros privados aquellos cuyo titular 
sea una persona física o jurídica de carácter privado y son centros 
privados concertados los centros privados acogidos al régimen de 
conciertos legalmente establecido. Se entiende por titular de un 
centro privado la persona física o jurídica que conste como tal en 
el Registro de centros de la correspondiente Administración 
educativa. La prestación del servicio público de la educación se 
realizará, a través de los centros públicos y privados 
concertados.13

El Capítulo II se refiere a los “centros públicos” y el 
Capítulo III a los “centros privados”. Respecto del carácter propio 
de estos últimos se establece que: Los titulares de los centros 
privados tendrán derecho a establecer el carácter propio de los 
mismos que, en todo caso, deberá respetar los derechos 
garantizados a profesores, padres y alumnos en la Constitución y 
en las leyes. El carácter propio del centro deberá ser puesto en 
conocimiento por el titular del centro a los distintos sectores de la 
comunidad educativa, así como a cuantos pudieran estar 
interesados en acceder al mismo. La matriculación de un alumno 
supondrá el respeto del carácter propio del centro, que deberá 
respetar a su vez, los derechos de los alumnos y sus familias 
reconocidos en la Constitución y en las leyes. Cualquier 
modificación en el carácter propio de un centro privado, por 
cambio en la titularidad o por cualquier otra circunstancia, deberá

12 Artículo 86.1 de la LOE.
13 Artículo 108. 1 .2 . 3. y  4. de la LOE.
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ponerse en conocimiento de la comunidad educativa con 
antelación suficiente. En cualquier caso, la modificación del 
carácter propio, una vez iniciado el curso, no podrá surtir efectos 
antes de finalizado el proceso de admisión y matriculación de los 
alumnos para el curso siguiente.14

El Capítulo IV, por su parte, se dedica a los centros 
privados concertados. Respecto de los conciertos se establece 
que: Los centros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas 
gratuitas en esta Ley y satisfagan necesidades de escolarización, 
en el marco de lo dispuesto en los artícu-los 108 y 109, podrán 
acogerse al régimen de conciertos en los términos legalmente 
establecidos. Los centros que accedan al régimen de concertación 
educativa deberán formalizar con la Administración educativa 
que proceda el correspondiente concierto. Entre los centros que 
cumplan los requisitos establecidos en el apartado anterior, 
tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos 
aquellos que, atiendan a poblaciones escolares de condiciones 
económicas desfavorables o los que realicen experiencias de 
interés pedagógico para el sistema educativo. En todo caso, 
tendrán preferencia los centros que, cumpliendo los criterios 
anteriormente señalados, estén constituidos y funcionen en 
régimen de cooperativa. Corresponde al Gobierno establecer los 
aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos. Estos 
aspectos se referirán al cumplimiento de los requisitos previstos 
en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, del Derecho a la 
Educación y en las normas que le sean de aplicación de la 
presente Ley, a la tramitación de la solicitud, la duración máxima 
del concierto y las causas de extinción, a las obligaciones de la 
titularidad del centro concertado y de la Administración 
educativa, al sometimiento del concierto al derecho 
administrativo, a las singularidades del régimen del profesorado 
sin relación laboral, a la constitución del Consejo Escolar del 
centro al que se otorga el concierto y a la designación del 
director. Corresponde a las Comunidades Autónomas dictar las

14 Artículo 115. 1. 2. y  3. de la LOE.

140 LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 6 -  2006. PÁGINAS 135-164



CRÓNICA LEGISLATIVA DE ESPAÑA

normas necesarias para el desarrollo del régimen de conciertos 
educativos, de acuerdo con lo previsto en el presente artículo y en 
el marco de lo dispuesto en los artículos 108 y 109. El concierto 
establecerá los derechos y obligaciones recíprocas en cuanto a 
régimen económico, duración, prórroga y extinción del mismo, 
número de unidades escolares concertadas y demás condiciones, 
con sujeción a las disposiciones reguladoras del régimen de 
conciertos.15

Respecto de los módulos de concierto se establece que: La 
cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento 
de los centros privados concertados, para hacer efectiva la 
gratuidad de las enseñanzas objeto de concierto, se establecerá en 
los presupuestos de las Administraciones correspondientes. A 
efectos de distribución de la cuantía global a que hace referencia 
el apartado anterior, el importe del módulo económico por unidad 
escolar se fijará anualmente en los Presupuestos Generales del 
Estado y, en su caso, en los de las Comunidades Autónomas, no 
pudiendo en éstos ser inferior al que se establezca en los primeros 
en ninguna de las cantidades en que se diferencia el citado 
módulo de acuerdo con lo que se establece en el apartado 
siguiente. En el módulo, cuya cuantía asegurará que la enseñanza 
se imparta en condiciones de gratuidad, se diferenciarán: a) Los 
salarios del personal docente, incluidas las cotizaciones por cuota 
patronal a la Seguridad Social que correspondan a los titulares de 
los centros, b) Las cantidades asignadas a otros gastos, que 
comprenderán las de personal de administración y servicios, las 
ordinarias de mantenimiento* conservación y funcionamiento, así 
como las cantidades que correspondan a la reposición de 
inversiones reales. Asimismo, podrán considerarse las derivadas 
del ejercicio de la función directiva no docente. En ningún caso, 
se computarán intereses del capital propio. Las citadas cantidades 
se fijarán con criterios análogos a los aplicados a los centros 
públicos, c) Las cantidades pertinentes para atender el pago de los 
conceptos de antigüedad del personal docente de los centros

15 Artículo 116. 1. 2. 3. y 4. de la LOE
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privados concertados y consiguiente repercusión en las cuotas de 
la Seguridad Social; pago de las sustituciones del profesorado y 
los derivados del ejercicio de la función directiva docente; pago 
de las obligaciones derivadas del ejercicio de las garantías 
reconocidas a los representantes legales de los trabajadores según 
lo establecido en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. 
Tales cantidades se recogerán en un fondo general que se 
distribuirá de forma individualizada entre el personal docente de 
los centros privados concertados, de acuerdo con las 
circunstancias que concurran en cada profesor y aplicando 
criterios análogos a los fijados para el profesorado de los centros 
públicos.16

El Título quinto de la Ley trata de la “participación, 
autonomía y gobierno de los centros”. En su capítulo I, entre los 
principios generales, destacamos que la participación es un valor 
básico para la formación de ciudadanos autónomos, libres, 
responsables y comprometidos con los principios y valores de la 
Constitución.17 El artículo 119 se refiere a la participación en el 
funcionamiento y el gobierno de los centros públicos y privados 
concertados, fijándose que: 1. Las Administraciones educativas 
garantizarán la participación de la comunidad educativa en la 
organización, el gobierno, el funcionamiento y la evaluación de 
los centros. 2. La comunidad educativa participará en el gobierno 
de los centros a través del Consejo Escolar. 3. Los profesores 
participarán también en la toma de decisiones pedagógicas que 
corresponden al Claustro, a los órganos de coordinación docente 
y a los equipos de profesores que impartan clase en el mismo 
curso. 4. Corresponde a las Administraciones educativas 
favorecer la participación del alumnado en el funcionamiento de 
los centros a través de sus delegados de grupo y curso, así como 
de sus representantes en el Consejo Escolar. 5. Los padres y los 
alumnos podrán participar también en el funcionamiento de los 
centros a través de sus asociaciones. Las Administraciones

16 Artículo 117. 1. 2. y  3. de la LOE.
17 Artículo 118.1 de la LOE.
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educativas favorecerán la información y la formación dirigida a 
ellos. 6. Los centros tendrán al menos los siguientes órganos 
colegiados de gobierno: Consejo Escolar y Claustro de 
profesores.

El Capítulo II se refiere a la autonomía de los centros 
estableciendo que: Los centros docentes dispondrán de autonomía 
para elaborar, aprobar y ejecutar un proyecto educativo y un 
proyecto de gestión, así como las normas de organización y 
funcionamiento del centro.18 Respecto del proyecto educativo se 
dispone que: El proyecto educativo del centro recogerá los 
valores, los objetivos y las prioridades de actuación. Asimismo, 
incorporará la concreción de los currículos establecidos por la 
Administración educativa que corresponde fijar y aprobar al 
Claustro, así como el tratamiento transversal en las áreas, 
materias o módulos de la educación en valores y otras 
enseñanzas. Dicho proyecto, que deberá tener en cuenta las 
características del entorno social y cultural del centro, recogerá la 
forma de atención a la diversidad del alumnado y la acción 
tutorial, así como el plan de convivencia, y deberá respetar el 
principio de no discriminación y de inclusión educativa como 
valores fundamentales, asi como los principios y objetivos 
recogidos en esta Ley y en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 
Reguladora del Derecho a la Educación.19 En cuanto al proyecto 
de gestión, destacamos que: Los centros públicos que impartan 
enseñanzas reguladas en la presente Ley dispondrán de 
autonomía en su gestión económica de acuerdo con la normativa 
establecida en la presente Ley así como en la que determine cada 
Administración educativa.20 En cuanto a las normas de 
organización y funcionamiento, se dispone que: Los centros 
docentes elaborarán sus normas de organización y

18 Artículo 120.2 de la LOE.
19 Artículo 121. 1 y  2. de la LOE.
20 Artículo 123. 1 de la LOE.
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funcionamiento, que deberán incluir las que garanticen el 
cumplimiento del plan de convivencia.21

El Capítulo III de este Título V regula los “órganos 
colegiados de gobierno y de coordinación docente de los centros 
públicos” La Sección primera se refiere al Consejo Escolar, cuya 
composición es la siguiente: a) El director del centro, que será su 
Presidente, b) El jefe de estudios, c) Un concejal o representante 
del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radicado el 
centro, d) Un número de profesores, elegidos por el Claustro, que 
no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes del 
Consejo, e) Un número de padres y de alumnos, elegidos 
respectivamente por y entre ellos, que no podrá ser inferior a un 
tercio del total de los componentes del Consejo, f) Un 
representante del personal de administración y servicios del 
centro, g) El secretario del centro, que actuará como secretario 
del Consejo, con voz y sin voto.22 Sus competencias son: a) 
Aprobar y evaluar los proyectos y las normas a los que se refiere 
el capítulo II del título V de la presente Ley. b) Aprobar y evaluar 
la programación general anual del centro sin perjuicio de las 
competencias del Claustro de profesores, en relación con la 
planificación y organización docente, c) Conocer las candidaturas 
a la dirección y los proyectos de dirección presentados por los 
candidatos, d) Participar en la selección del director del centro en 
los términos que la presente Ley establece. Ser informado del 
nombramiento y cese de los demás miembros del equipo 
directivo. En su caso, previo acuerdo de sus miembros, adoptado 
por mayoría de dos tercios, proponer la revocación del 
nombramiento del director, e) Decidir sobre la admisión de 
alumnos con sujeción a lo establecido en esta Ley y disposiciones 
que la desarrollen, f) Conocer la resolución de conflictos 
disciplinarios y velar porque se atengan a la normativa vigente. 
Cuando las medidas disciplinarias adoptadas por el director 
correspondan a conductas del alumnado que perjudiquen

21 Artículo 124.1 de la LOE.
22 Artículo 126.1 de la LOE.
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gravemente la convivencia del centro, el Consejo Escolar, a 
instancia de padres o tutores, podrá revisar la decisión adoptada y 
proponer, en su caso, las medidas oportunas, g) Proponer medidas 
e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la 
igualdad entre hombres y mujeres y la resolución pacífica de 
conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y 
social, h) Promover la conservación y renovación de las 
instalaciones y equipo escolar y aprobar la obtención de recursos 
complementarios de acuerdo con lo establecido en el artículo
122.3. i) Fijar las directrices para la colaboración, con fines 
educativos y culturales, con las Administraciones locales, con 
otros centros, entidades y organismos, j) Analizar y valorar el 
funcionamiento general del centro, la evolución del rendimiento 
escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en 
las que participe el centro, k) Elaborar propuestas e informes, a 
iniciativa propia o a petición de la Administración competente, 
sobre el funcionamiento del centro y la mejora de la calidad de la 
gestión, así como sobre aquellos otros aspectos relacionados con 
la calidad de la misma. 1) Cualesquiera otras que le sean 
atribuidas por la Administración educativa.23

La Sección segunda se dedica al claustro de profesores, 
integrado por la totalidad de los profesores que presten servicio 
en el centro y presidido por el director24, cuyas competencias son:
a) Formular al equipo directivo y al Consejo Escolar propuestas 
para la elaboración de los proyectos del centro y de la 
programación general anual, b) Aprobar y evaluar la concreción 
del currículo y todos los aspectos educativos de los proyectos y 
de la programación general anual, c) Fijar los criterios referentes 
a la orientación, tutoría, evaluación y recuperación de los 
alumnos, d) Promover iniciativas en el ámbito de la 
experimentación y de la investigación pedagógica y en la 
formación del profesorado del centro, e) Elegir sus representantes 
en el Consejo Escolar del centro y participar en la selección del

23 Artículo 127 de la LOE.
24 Artículo 128. 2 de la LOE.
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director en los términos establecidos por la presente Ley. f) 
Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de 
dirección presentados por los candidatos, g) Analizar y valorar el 
funcionamiento general del centro, la evolución del rendimiento 
escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en 
las que participe el centro, h) Informar las normas de 
organización y funcionamiento del centro, i) Conocer la 
resolución de conflictos disciplinarios y la imposición de 
sanciones y velar por que éstas se atengan a la normativa vigente, 
j) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia 
en el centro, k) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la 
Administración educativa o por las respectivas normas de 
organización y funcionamiento.25

El Capítulo IV se refiere a la “dirección de los centros 
públicos”. Se norma que el equipo directivo estará formado por: 
el director, el jefe de estudios, el secretario y cuantos determinen 
las Administraciones educativas.26 El artículo 132 fija las 
competencias del director, el 133 la selección del mismo y el 136 
su nombramiento.

El Título sexto de la Ley se refiere a la “evaluación del 
sistema educativo”, en tanto que el Título séptimo a la 
“inspección del sistema educativo”, refiriendo el Capítulo I a la 
“alta inspección2 y el capítulo II a la “inspección educativa”.

Por lo que se refiere a las Disposiciones Adicionales, 
destacamos la Segunda, relativa a la enseñanza de la religión, que 
dispone: 1. La enseñanza de la religión católica se ajustará a lo 
establecido en el Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales 
suscrito entre la Santa Sede y el Estado español. A tal fin, y de 
conformidad con lo que disponga dicho acuerdo, se incluirá la 
religión católica como área o materia en los niveles educativos 
que corresponda, que será de oferta obligatoria para los centros y 
de carácter voluntario para los alumnos. 2. La enseñanza de otras

25 Artículo 129 de la LOE.
26 Artículo 131.1 de la LOE.
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religiones se ajustará a lo dispuesto en los Acuerdos de 
Cooperación celebrados por el Estado español con la Federación 
de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la Federación de 
Comunidades Israelitas de España, la Comisión Islámica de 
España y, en su caso, a los que en el futuro puedan suscribirse 
con otras confesiones religiosas.

Y, la Tercera, relativa al profesorado de religión, en la que 
se establece: 1. Los profesores que impartan la enseñanza de las 
religiones deberán cumplir los requisitos de titulación 
establecidos para las distintas enseñanzas reguladas en la presente 
Ley, así como los establecidos en los acuerdos suscritos entre el 
Estado Español y las diferentes confesiones religiosas. 2. Los 
profesores que, no perteneciendo a los cuerpos de funcionarios 
docentes, impartan la enseñanza de las religiones en los centros 
públicos lo harán en régimen de contratación laboral, de 
conformidad con el Estatuto de los Trabajadores, con las 
respectivas Administraciones competentes. La regulación de su 
régimen laboral se hará con la participación de los representantes 
del profesorado. Se accederá al destino mediante criterios 
objetivos de igualdad, mérito y capacidad. Estos profesores 
percibirán las retribuciones que correspondan en el respectivo 
nivel educativo a los profesores interinos. En todo caso, la 
propuesta para la docencia corresponderá a las entidades 
religiosas y se renovará automáticamente cada año. La 
determinación del contrato, a tiempo completo o a tiempo parcial 
según lo que requieran las necesidades de los centros, 
corresponderá a las Administraciones competentes. La remoción, 
en su caso, se ajustará a derecho.

1. 2. LEY 27/2005, DE 30 DE NOVIEMBRE, DE FOMENTO 
DE LA EDUCACIÓN Y LA CULTURA DE LA PAZ.27

Los objetivos de la Ley se contienen en su artículo uno, que 
establece: 1. España resolverá sus controversias internacionales

27 BOE de 1 de diciembre de 2005.
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de conformidad con la Carta de Naciones Unidas y los demás 
instrumentos internacionales-de los que es parte, colaborando en 
el fortalecimiento de la Paz y la Seguridad Internacional, la 
Cooperación y los Derechos Humanos. 2. El Gobierno promoverá 
la paz a través de iniciativas de solidaridad, culturales y de 
investigación, de educación, de cooperación y de información. 3. 
Para tales fines el Gobierno, establecerá mecanismos de 
colaboración con las Comunidades Autónomas, las Entidades 
Locales, así como con otros entes y organismos del propio 
Estado. Asimismo, y con el mismo objetivo, establecerá 
convenios de colaboración con los organismos internacionales, y 
las entidades y ONGs más significativas en el ámbito de la paz.

Con el fin de cumplir con los objetivos citados, en materia 
de cultura de la paz, corresponde al Gobierno, entre otros: 1. 
Promover que en todos los niveles del sistema educativo las 
asignaturas se impartan de acuerdo con los valores propios de una 
cultura de paz, y la creación de asignaturas especializadas en 
cuestiones relativas a la educación para la paz y los valores 
democráticos. 2. Impulsar, desde la óptica de la paz, la 
incorporación de los valores de no violencia, tolerancia, 
democracia, solidaridad y justicia en los contenidos de los libros 
de texto, materiales didácticos y educativos, y los programas 
audiovisuales destinados al alumnado. 3. Promover la inclusión 
como contenido curricular de los programas de educación 
iniciativas de educación para la paz a escala local y nacional. 4. 
Combinar la enseñanza dentro del sistema educativo con la 
promoción de la educación para la paz para todos y durante toda 
la vida, mediante la formación de adultos en los valores 
mencionados. 5. Colaborar con la Organización de Naciones 
Unidas, en la promoción de Institutos Universitarios
Especializados. 6. Promover un incremento del conocimiento 
público y de la enseñanza del Derecho Internacional humanitario 
y de la legislación sobre Derechos Humanos. 7. Promover la 
formación especializada de hombres y mujeres en técnicas de 
resolución de conflictos, negociación y mediación.
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2. BIOÉTICA.
LEY 14/2006, SOBRE TÉCNICAS DE REPRODUCCIÓN 
HUMANA ASISTIDA.28

En el Capítulo I relativo a las “disposiciones generales” se 
establece como objeto y ámbito de aplicación de la Ley: Regular 
la aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida 
acreditadas científicamente y clínicamente indicadas. Regular la 
aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida en la 
prevención y tratamiento de enfermedades de origen genético, 
siempre que existan las garantías diagnósticas y terapéuticas 
suficientes y sean debidamente autorizadas en los términos 
previstos en esta Ley. La regulación de los supuestos y requisitos 
de utilización de gametos y preembriones humanos 
crioconservados. A los efectos de esta Ley se entiende por 
preembrión el embrión in vitro constituido por el grupo de células 
resultantes de la división progresiva del ovocito desde que es 
fecundado hasta 14 días más tarde. Se prohíbe la clonación en 
seres humanos con fines reproductivos.29

Las técnicas admitidas de reproducción asistida se recogen 
en el anexo del texto legal y son las siguientes: Inseminación 
artificial. Fecundación in vitro e inyección introcitoplasmática de 
espermatozoides procedentes de eyaculado, con gametos propios 
o de donante y con transferencia de preembriones. Y 
transferencia intratubárica de gametos. Añadiéndose que: La 
aplicación de cualquier otra técnica no relacionada en el anexo 
requerirá la autorización de la autoridad sanitaria 
correspondiente, previo informe favorable de la Comisión 
Nacional de Reproducción Humana Asistida, para su práctica 
provisional y tutelada como técnica experimental.30

28 BOE de 27 de mayo de 2006.
29 Artículo 1 de la LTRHA.
30 Artículo 2.2 de la LTRHA.
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Respecto de las condiciones personales de aplicación de 
estas técnicas, se establece que: Las técnicas de reproducción 
asistida se realizarán solamente cuando haya posibilidades 
razonables de éxito, no supongan riesgo grave para la salud, física 
o psíquica, de la mujer o la posible descendencia y previa 
aceptación libre y consciente de su aplicación por parte de la 
mujer, que deberá haber sido anterior y debidamente informada 
de sus posibilidades de éxito, así como de sus riesgos y de las 
condiciones de dicha aplicación. En el caso de la fecundación in 
vitro y técnicas afínes, solo se autoriza la transferencia de un 
máximo de tres preembriones en cada mujer en cada ciclo 
reproductivo. La información y el asesoramiento sobre estas 
técnicas, que deberá realizarse tanto a quienes deseen recurrir a 
ellas como a quienes, en su caso, vayan a actuar como donantes, 
se extenderá a los aspectos biológicos, jurídicos y éticos de 
aquéllas. La aceptación de la aplicación de las técnicas de 
reproducción asistida por cada mujer receptora de ellas quedará 
reflejada en un formulario de consentimiento informado. La 
aceptación de la aplicación de las técnicas de reproducción 
asistida por cada mujer receptora de ellas quedará reflejada en un 
formulario de consentimiento informado. La mujer receptora de 
estas técnicas podrá pedir que se suspenda su aplicación en 
cualquier momento de su realización anterior a la transferencia 
embrionaria. Todos los datos relativos a la utilización de esta 
técnicas deberán recogerse en historias clínicas individuales, que 
deberán ser tratadas con las debidas garantías de confidencialidad 
respecto de la identidad de los donantes, de los datos y 
condiciones de los usuarios y de las circunstancias que concurran 
en el origen de los hijos así nacidos.31

El Capítulo II de la presente Ley regula los participantes en 
las técnicas de reproducción asistida. Así, respecto de los 
donantes y los contratos de donación se establece que: La 
donación de gametos y preembriones para las finalidades 
autorizadas por esta Ley es un contrato gratuito, formal y

31 Artículo 3 de la LTRHA.
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confidencial concertado entre el donante y el centro autorizado. 
La donación sólo será revocable cuando el donante precisase para 
sí los gametos donados, siempre que en la fecha de la revocación 
aquéllos estén disponibles. La donación nunca tendrá carácter 
lucrativo o comercial.32

El contrato se formalizará por escrito entre los donantes y el 
centro autorizado. Antes de la formalización, los donantes habrán 
de ser informados de los fines y consecuencias del acto. La 
donación será anónima y deberá garantizarse la confidencialidad 
de los datos de identidad de los donantes por los bancos de 
gametos, así como, en su caso, por los registros de donantes y de 
actividad de los centros que se constituyan. Los hijos nacidos 
tienen derecho por sí o por sus representantes legales a obtener 
información general de los donantes que no incluya su identidad. 
Igual derecho corresponde a las receptoras de los gametos y de 
los preembriones. Solo excepcionalmente, en circunstancias 
extraordinarias que comporten un peligro cierto para la vida o la 
salud del hijo o cuando proceda con arreglo a las Leyes 
procesales penales, podrá revelarse la identidad de los donantes, 
siempre que dicha revelación sea indispensable para evitar el 
peligro o para conseguir el fin legal propuesto. Dicha revelación 
tendrá carácter restringido y no implicará en ningún caso 
publicidad de la identidad de los donantes. Los donantes deberán 
tener más de 18 años, buen estado de salud psicofísica y plena 
capacidad de obrar. El número máximo autorizado de hijos 
nacidos en España que hubieran sido generados con gametos de 
un mismo donante no deberá ser superior a seis. A los efectos del 
mantenimiento efectivo de ese límite, los donantes deberán 
declarar en cada donación si han realizado otras previas, así como 
las condiciones de estas, e indicar el momento y el centro en el 
que se hubieran realizado dichas donaciones.33

Respecto de los usuarios de las técnicas se dispone que: 
Toda mujer mayor de 18 años y con plena capacidad de obrar

32 Artículo 5. 1. 2. y  3. de la LTRHA
33 Artículo 5. 4. 5. 6. y  7. de la LTRHA.
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podrá ser receptora o usuaria de las técnicas reguladas en esta 
Ley, siempre que haya prestado su consentimiento escrito a su 
utilización de manera libre, consciente y expresa. La mujer podrá 
ser usuaria o receptora de las técnicas reguladas en esta Ley con 
independencia de su estado civil y orientación sexual. Si la mujer 
estuviera casada, se precisará, además, el consentimiento de su 
marido, a menos que estuvieran separados legalmente o de hecho 
y así conste de manera fehaciente. El consentimiento del 
cónyuge, prestado antes de la utilización de las técnicas, deberá 
reunir idénticos requisitos de expresión libre, consciente y formal. 
En la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, la 
elección del donante de semen sólo podrá realizarse por el equipo 
médico que aplica la técnica, que deberá preservar las 
condiciones de anonimato de la donación. En ningún caso podrá 
seleccionarse personalmente el donante a petición de la 
receptora.34

Respecto, de la filiación de los hijos nacidos al amparo de 
estas técnicas, la Ley dispone que: . La filiación de los nacidos 
con las técnicas de reproducción asistida se regulará por las Leyes 
civiles, a salvo de las especificaciones establecidas en los tres 
siguientes artículos. En ningún caso, la inscripción en el Registro 
Civil reflejará datos de los que se pueda inferir el carácter de la 
generación.35

Ni la mujer progenitora ni el marido, cuando hayan 
prestado su consentimiento formal, previo y expreso a 
determinada fecundación con contribución de donante o 
donantes, podrán impugnar la filiación matrimonial del hijo 
nacido como consecuencia de tal fecundación. La revelación de la 
identidad del donante en los supuestos en que proceda conforme 
al artículo 5.5 de esta Ley no implica en ningún caso 
determinación legal de la filiación.36

34 Artículo 6. 1. 3. y  4 de la LTRHA.
35 Artículo 7.1 y 2. de la LTRHA.
36 Artículo 8. 1. y  3 de la LTRHA.
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No podrá determinarse legalmente la filiación ni 
reconocerse efecto o relación jurídica alguna entre el hijo nacido 
por la aplicación de las técnicas reguladas en esta Ley y el marido 
fallecido cuando el material reproductor de éste no se halle en el 
útero de la mujer en la fecha de la muerte del varón. No obstante, 
el marido podrá prestar su consentimiento, en el documento a que 
se hace referencia en el artículo 6.3, en escritura pública, en 
testamento o documento de instrucciones previas, para que su 
material reproductor pueda ser utilizado en los 12 meses 
siguientes a su fallecimiento para fecundar a su mujer. Tal 
generación producirá los efectos legales que se derivan de la 
filiación matrimonial. El consentimiento para la aplicación de las 
técnicas en dichas circunstancias podrá ser revocado en cualquier 
momento anterior a la realización de aquéllas.37

Se prohíbe la gestación por sustitución. La filiación de los 
hijos nacidos por gestación de sustitución será determinada por el 
parto. Queda a salvo la posible acción de reclamación de la 
paternidad respecto del padre biológico, conforme a las reglas 
generales.38

El Capítulo III de la Ley se dedica a la “crioconservación y 
otras técnicas coadyuvantes de las de reproducción asistida”. 
Respecto de la crioconservación de gametos y preembriones se 
dispone que: El semen podrá crioconservarse en bancos de 
gametos autorizados durante la vida del varón de quien procede. 
La utilización de ovocitos y tejido ovárico crioconservados 
requerirá previa autorización de la autoridad sanitaria 
correspondiente. Los preembriones sobrantes de la aplicación de 
las técnicas de fecundación in vitro que no sean transferidos a la 
mujer en un ciclo reproductivo podrán ser crioconservados en los 
bancos autorizados para ello. La crioconservación de los 
ovocitos, del tejido ovárico y de los preembriones sobrantes se 
podrá prolongar hasta el momento en que se considere por los 
responsables médicos, con el dictamen favorable de especialistas

37 Artículo 9. 1. y  2 de la  LTRHA.
38 Artículo 10. 1. 2. y  3 de la LTRHA.
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independientes y ajenos al centro correspondiente, que la 
receptora no reúne los requisitos clínicamente adecuados para la 
práctica de la técnica de reproducción asistida.39

Los diferentes destinos posibles que podrán darse a los 
preembriones crioconservados, así como, en los casos que 
proceda, al semen, ovocitos y tejido ovárico crioconservados, 
son:

a) Su utilización por la propia mujer o su cónyuge.
b) La donación con fines reproductivos.
c) La donación con fines de investigación.
d) El cese de su conservación sin otra utilización.40
La utilización de los preembriones o, en su caso, del semen, 

los ovocitos o el tejido ovárico crioconservados, para cualquiera 
de los fines citados, requerirá del consentimiento informado 
correspondiente debidamente acreditado. En el caso de los 
preembriones, el consentimiento deberá haber sido prestado por 
la mujer o, en el caso de las mujeres casadas, por el marido, con 
anterioridad a la generación de los preembriones. El 
consentimiento para dar a los preembriones o gametos 
crioconservados cualquiera de los destinos citados podrá ser 
modificado en cualquier momento anterior a su aplicación.41

Respecto del diagnóstico preimplantacional se establece 
que: Los centros debidamente autorizados podrán practicar 
técnicas de diagnóstico preimplantacional para:

a) La detección de enfermedades hereditarias graves, de 
aparición precoz y no susceptibles de tratamiento curativo 
posnatal con arreglo a los conocimientos científicos actuales, con 
objeto de llevar a cabo la selección embrionaria de los 
preembriones no afectos para su transferencia.

39 Artículo 11. 1. 2. y  3 de la LTRHA.
40 Artículo 11.4 de la LTRHA.
41 Artículo 11. 5. y 6 de la LTRHA.
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b) La detección de otras alteraciones que puedan 
comprometer la viabilidad del preembrión.42

Respecto de las intervenciones terapéuticas en el 
preembrión, la ley dispone que: Cualquier intervención con fines 
terapéuticos sobre el preembrión vivo in vitro sólo podrá tener la 
finalidad de tratar una enfermedad o impedir su transmisión, con 
garantías razonables y contrastadas. La terapia que se realice en 
preembriones in vitro sólo se autorizará si se cumplen los 
siguientes requisitos:

a) Que la pareja o, en su caso, la mujer sola haya sido 
debidamente informada sobre los procedimientos, pruebas 
diagnósticas, posibilidades y riesgos de la terapia propuesta y las 
hayan aceptado previamente.

b) Que se trate de patologías con un diagnóstico preciso, de 
pronóstico grave o muy grave, y que ofrezcan posibilidades 
razonables de mejoría o curación.

c) Que no se modifiquen los caracteres hereditarios no 
patológicos ni se busque la selección de los individuos o de la 
raza.

d) Que se realice en centros sanitarios autorizados y por 
equipos cualificados y dotados de los medios necesarios, 
conforme se determine mediante real decreto.

El Capítulo IV de la Ley se refiere a la “investigación con 
gametos y preembriones humanos”. Respecto de la utilización de 
gametos con fines de investigación, se establece que: Los 
gametos podrán utilizarse de manera independiente con fines de 
investigación. Los gametos utilizados en investigación o 
experimentación no podrán utilizarse para su transferencia a la 
mujer ni para originar preembriones con fines de procreación.43

42 Artículo 12. 1 de la LTRHA.
43 Artículo 14. 1 y  2 de la LTRHA.

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 6 -  2006. PÁGINAS 135-164 155



FERNANDO AMÉRIGO

En tanto que, por lo que se refiere a preembriones, se 
dispone que sólo se autorizará cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) Que se cuente con el consentimiento escrito de la pareja 
o, en su caso, de la mujer, previa explicación pormenorizada de 
los fines que se persiguen con la investigación y sus 
implicaciones. Dichos consentimientos especificarán en todo caso 
la renuncia de la pareja o de la mujer, en su caso, a cualquier 
derecho de naturaleza dispositiva, económica o patrimonial sobre 
los resultados que pudieran derivarse de manera directa o 
indirecta de las investigaciones que se lleven a cabo.

b) Que el preembrión no se haya desarrollado in vitro más 
allá de 14 días después de la fecundación del ovocito, 
descontando el tiempo en el que pueda haber estado 
crioconservado.

c) En el caso de los proyectos de investigación relacionados 
con el desarrollo y aplicación de las técnicas de reproducción 
asistida, que la investigación se realice en centros autorizados. En 
todo caso, los proyectos se llevarán a cabo por equipos científicos 
cualificados, bajo control y seguimiento de las autoridades 
sanitarias competentes.

Que se realicen con base en un proyecto debidamente 
presentado y autorizado por las autoridades sanitarias 
competentes, previo informe favorable de la Comisión Nacional 
de Reproducción Eíumana Asistida si se trata de proyectos de 
investigación relacionados con el desarrollo y aplicación de las 
técnicas de reproducción asistida, o del órgano competente si se 
trata de otros proyectos de investigación relacionados con la 
obtención, desarrollo y utilización de líneas celulares de células 
troncales embrionarias.

e) En el caso de la cesión de preembriones a otros centros, 
en el proyecto mencionado en el párrafo anterior deberán 
especificarse las relaciones e intereses comunes de cualquier 
naturaleza que pudieran existir entre el equipo y centro entre los
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que se realiza la cesión de preembriones. En estos casos deberán 
también mantenerse las condiciones establecidas de 
confidencialidad de los datos de los progenitores y la gratuidad y 
ausencia de ánimo de lucro.

Una vez terminado el proyecto, la autoridad que concedió 
la autorización deberá dar traslado del resultado de la 
experimentación a la Comisión Nacional de Reproducción 
Humana Asistida y, en su caso, al órgano competente que lo 
informó.44

Los preembriones crioconservados sobrantes respecto de 
los que exista el consentimiento de la pareja progenitora o, en su 
caso, la mujer para su utilización con fines de investigación se 
conservarán, al igual que aquellos otros para los que se haya 
consentido en otros destinos posibles, en los bancos de 
preembriones de los centros de reproducción asistida 
correspondientes.45

El Capítulo VIII de la Ley establece el régimen de 
infracciones y sanciones. Las infracciones podrán ser leves, 
graves y muy graves. Es infracción leve: el incumplimiento de 
cualquier obligación o la transgresión de cualquier prohibición 
establecida en esta Ley, siempre que no se encuentre 
expresamente tipificada como infracción grave o muy grave.46

Son infracciones graves:
1. a La vulneración por los equipos de trabajo de sus 

obligaciones legales en el tratamiento a los usuarios de estas 
técnicas.

2. a La omisión de la información o los estudios previos 
necesarios para evitar lesionar los intereses de donantes o 
usuarios o la transmisión de enfermedades congénitas o 
hereditarias.

44 Artículo 15. 1 y  2 de la LTRELA.
45 Artículo 16. 1 de laLTRHA.
46 Artículo 26 de la LTRHA.
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3. a La omisión de datos, consentimientos y referencias 
exigidas por esta Ley, así como la falta de realización de la 
historia clínica en cada caso.

4. a La ausencia de suministro a la autoridad sanitaria 
correspondiente para el funcionamiento de los registros previstos 
en esta Ley de los datos pertenecientes a un centro determinado 
durante un período anual.

5. a La ruptura de las condiciones de confidencialidad de los 
datos de los donantes establecidas en esta Ley.

6. a La retribución económica de la donación de gametos y 
preembriones o su compensación económica en contra de lo 
previsto en los artículos 5.3 y 11.6.

7. a La publicidad o promoción que incentive la donación de 
células y tejidos humanos por parte de centros autorizados 
mediante la oferta de compensaciones o beneficios económicos 
en contra de lo previsto en el artículo 5.3.

8. a La generación de un número de hijos por donante 
superior al legalmente establecido que resulte de la falta de 
diligencia del centro o servicio correspondiente en la 
comprobación de los datos facilitados por los donantes y, en el 
caso de estos, el suministro de datos falsos en la identidad o la 
referencia a otras donaciones previas.

9. a La generación de un número de preembriones en cada 
ciclo reproductivo que supere el necesario, conforme a los 
criterios clínicos para garantizar en límites razonables el éxito 
reproductivo en cada caso.

10. a En el caso de la fecundación in vitro y técnicas afines, 
la transferencia de mas de tres preembriones a cada mujer en cada 
ciclo reproductivo.

11. a La realización continuada de prácticas de estimulación 
ovárica que puedan resultar lesivas para la salud de las mujeres 
donantes sanas.
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12.a El incumplimiento de las normas y garantías 
establecidas para el traslado, importación o exportación de 
preembriones y gametos entre países.47

Son infracciones muy graves:
1. a Permitir el desarrollo in vitro de los preembriones más 

allá del límite de 14 días siguientes a la fecundación del ovocito, 
descontando de ese tiempo el que pudieran haber estado 
crioconservados.

2. a La práctica de cualquier técnica no incluida en el anexo 
ni autorizada como técnica experimental en los términos previstos 
en el artículo 2.

3. a La realización o práctica de técnicas de reproducción 
asistida en centros que no cuenten con la debida autorización.

4. a La investigación con preembriones humanos con 
incumplimiento de los límites, condiciones y procedimientos de 
autorización establecidos en esta Ley.

5. a La creación de preembriones con material biológico de 
individuos diferentes para su transferencia a la mujer receptora.

6. a La transferencia a la mujer receptora en un mismo acto 
de preembriones originados con ovocitos de distintas mujeres.

7. a La producción de híbridos interespecíficos que utilicen 
material genético humano, salvo en los casos de los ensayos 
actualmente permitidos.

8. a La transferencia a la mujer receptora de gametos o 
preembriones sin las garantías biológicas de viabilidad exigibles.

9. a La práctica de técnicas de transferencia nuclear con fines 
reproductivos.

10. a La selección del sexo o la manipulación genética con 
fines no terapéuticos o terapéuticos no autorizados.48

47 Ibidem.
48 Ibidem.
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Por último, y respecto de los preembriones crioconservados 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, la 
Disposición Adicional Primera, señala que: A partir de la entrada 
en vigor de esta Ley, las parejas o, en su caso, las mujeres que 
dispongan de preembriones crioconservados en los bancos 
correspondientes y que hubieran ejercido su derecho a decidir el 
destino de dichos preembriones mediante la firma del 
consentimiento informado correspondiente en los términos 
permitidos por la legislación anterior, podrán ampliar o modificar 
los términos de su opción con cualquiera de las previstas en esta 
Ley.

3. ASISTENCIA RELIGIOSA.
REAL DECRETO 710/2006, DE 9 DE JUNIO, DE 
DESARROLLO DE LOS ACUERDOS DE COOPERACIÓN 
FIRMADOS POR EL ESTADO CON LA FEDERACIÓN 
DE ENTIDADES RELIGIOSAS EVANGÉLICAS DE 
ESPAÑA, LA FEDERACIÓN DE COMUNIDADES JUDÍAS 
DE ESPAÑA Y LA COMISIÓN ISLÁMICA DE ESPAÑA, 
EN EL ÁMBITO DE LA ASISTENCIA RELIGIOSA 
PENITENCIARIA.49

Este real decreto tiene por objeto desarrollar el artículo 9 de 
los respectivos Acuerdos de cooperación firmados por el Estado 
con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España, la Federación de Comunidades Judías y la Comisión 
Islámica de España. Se considerarán funciones de asistencia 
religiosa las dirigidas al ejercicio del culto, la prestación de 
servicios rituales, la instrucción y el asesoramiento moral y 
religioso así como, en su caso, las honras fúnebres en el 
correspondiente rito.50

49 BOE de 10 de junio de 2006
50 Artículos 1 y 2 del Real Decreto 710/2006.
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La asistencia religiosa en los centros penitenciarios será 
prestada por los ministros de culto designados por las respectivas 
confesiones, y autorizados por la Administración penitenciaria 
competente. Podrán ser designadas las personas físicas que, 
perteneciendo a iglesias o comunidades integradas en la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, en la 
Federación de Comunidades Judías de España, o en la Comisión 
Islámica de España, estén dedicadas con carácter estable al 
ministerio religioso y así lo certifique la respectiva iglesia o 
comunidad, con la conformidad de la federación o comisión.51

Los requisitos para la autorización son los siguientes:
a) Certificado de la iglesia o comunidad de que dependa el 

ministro de culto, con la conformidad de su respectiva federación, 
que acredite que la persona propuesta cumple los requisitos 
establecidos en el artículo anterior

b) Certificado negativo de antecedentes penales en España.
c) En el caso de tratarse de ministros de culto extranjeros, 

deberán acreditar ausencia de antecedentes penales en el país de 
origen.

d) Indicación del centro o centros ante los que se solicita 
acreditar al ministro de culto.52

La autorización se concederá siempre que se documenten 
suficientemente los extremos detallados en el artículo anterior y 
la persona propuesta ofrezca las garantías de seguridad exigióles. 
Sin perjuicio de lo anterior, no se concederán autorizaciones en el 
supuesto de que ya existiera en el centro un número de ministros 
de culto autorizados de la misma federación confesional que se 
estimara suficiente en función de la asistencia religiosa solicitada. 
Los ministros de culto autorizados deberán estar debidamente 
afiliados a la Seguridad Social, cuando así se derive de la 
normativa aplicable a la respectiva Confesión, sin que, en ningún 
caso, corresponda su afiliación y el pago de las respectivas cuotas

51 Artículo 3 del Real Decreto 710/2006
52 Artículo 4 del Real Decreto 710/2006.
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a la Administración pública. No obstante, la asistencia religiosa 
podrá ser desempeñada de forma gratuita por voluntarios que 
tendrán que cumplir los requisitos de autorización que exige el 
presente Real Decreto.53

La autorización tiene una validez anual. El cese, suspensión 
y revocación de la autorización se regula en el artículo 7 del 
presente Real Decreto.

El acceso de los ministros de culto autorizados a los centros 
penitenciarios se llevará a cabo en la forma determinada en los 
Acuerdos de cooperación con el Estado, sin mas limitaciones que 
las derivadas de la necesaria observancia de las normas 
establecidas en el ordenamiento penitenciario español en lo 
referente al horario y a la disciplina del centro, así como a los 
principios de libertad religiosa establecidos en la Ley Orgánica 
7/1980, de 5 de julio. En todo caso los ministros de culto 
autorizados deberán asumir las normas de control y seguridad que 
disponga la Administración penitenciaria, pudiéndose por razón 
de dichas normas, limitar su acceso a los centros.54

Las personas de confesión evangélica, judía o islámica 
internadas en centros penitenciarios que deseen recibir asistencia 
religiosa, y a los solos efectos de facilitar la organización de 
dicha asistencia, podrán manifestar, mediante solicitud dirigida a 
la dirección del centro, su deseo de recibirla. Presentada la 
solicitud de asistencia religiosa, la dirección del establecimiento 
la pondrá en conocimiento del ministro de culto acreditado ante el 
centro.55

Para la prestación de la asistencia religiosa prevista en este 
real decreto, se podrán habilitar locales en los centros 
penitenciarios en los que se pueda celebrar el culto o impartir 
asistencia religiosa, en función de las solicitudes existentes, 
pudiendo ser destinados a estos fines espacios de usos múltiples.

53 Artículo 5. 1. 2 y 4 del Real decreto 710/2006
54 Artículo 8 del Real Decreto 710/2006.
35 Artículo 9 del Real Decreto 710/2006
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2. Se entiende que la celebración del culto tendrá lugar en 
los días considerados como festivos en los respectivos Acuerdos 
de cooperación, sin perjuicio de las normas de régimen interno y 
de funcionamiento del centro penitenciario. No obstante lo 
anterior, con causa justificada, podrá también celebrarse el culto 
en días distintos de los señalados.56 57

Por último se dispone que: La financiación de los gastos 
materiales y de personal que ocasione la asistencia religiosa se 
realizará de conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos de 
Cooperación con el Estado y en la legislación aplicable en cada

57caso.

4. SEGURIDAD SOCIAL DE MINISTROS DE CULTO.
REAL DECRETO 176/2006, DE 10 DE FEBRERO, SOBRE 
TÉRMINOS Y CONDICIONES DE INCLUSIÓN EN EL 
RÉGIMEN GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE 
LOS DIRIGENTES RELIGIOSOS E IMAMES DE LAS 
COMUNIDADES INTEGRADAS EN LA COMISIÓN 
ISLÁMICA DE ESPAÑA.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 5 del Acuerdo 
de Cooperación incluido como anexo a la Ley 26/1992, de 10 de 
noviembre, quedan asimilados a trabajadores por cuenta ajena, a 
efectos de su inclusión en el Régimen General de la Seguridad 
Social, los dirigentes religiosos islámicos y los imames de las 
comunidades pertenecientes a la Comisión Islámica de España 
(CIE) e inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, en los 
términos y condiciones establecidos en este real decreto.

A efectos de este real decreto se entenderá por dirigentes 
religiosos islámicos y por imames las personas que, con carácter 
estable, se dediquen a la dirección de las comunidades islámicas a 
las que se refiere el artículo anterior, a la dirección de la oración,

36 Artículo 10 del Real Decreto 710/2006.
57 Artículo 11 del Real Decreto 710/2006
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formación y asistencia religiosa islámica, siempre que no 
desempeñen tales funciones a título gratuito.

La acreditación de dichos requisitos se efectuará mediante 
certificación expedida por la comunidad respectiva, debidamente 
inscrita en el Registro de Entidades Religiosas. Dicha 
certificación deberá acompañarse de la conformidad del 
secretario general de la Comisión Islámica de España.58

La acción protectora, por lo que respecta al colectivo al que 
se refiere el artículo anterior, será la correspondiente al Régimen 
General de la Seguridad Social, con la única exclusión de la 
protección por desempleo. Las contingencias de enfermedad y 
accidente, cualquiera que sea su origen, se considerarán, en todo 
caso, como común y no laboral, respectivamente, siéndoles de 
aplicación el régimen jurídico previsto para éstos en el Régimen 
General de la Seguridad Social.59

Respecto de la cotización, se aplican las normas comunes 
del régimen General con las siguientes especificidades:

a) La base de cotización será la prevista en la norma 
número 1 del artículo 29 del Reglamento general sobre cotización 
y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre.

b) Las liquidaciones de cuotas se efectuarán de 
conformidad con lo determinado en la norma número 3 del 
mismo artículo 29 del Reglamento general referido en el párrafo 
anterior.60

58 Artículos 1 y 2 del Real Decreto 176/2006.
59 Artículo 3 del Real Decreto 176/2006.
60 Artículo4 del Real Decreto 176/2006.
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